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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / MÍNIMO VITAL / SOLICITUD PAGO DE PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA DEBATES DE CARÁCTER ECONÓMICO / SALVO VIOLACIÓN DERECHO FUNDAMENTAL O PERJUICIO IRREMEDIABLE.
Como quiera que lo pretendido por la parte accionante está enfocado en lograr por vía de tutela la materialización del pago de una prestación económica reconocida mediante acto administrativo, es importante recordar que la H. Corte Constitucional ha sido enfática en recalcar que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para plantear este tipo de debates, salvo que se encuentren involucrados derechos de rango constitucional y que de no ser por la intervención del juez de tutela, el accionante pudiera sufrir un perjuicio irremediable. (…)
… la Sala considera que los argumentos presentados por la accionada no son desproporcionados, y es que no podemos desconocer que las autoridades administrativas, especialmente aquellas que reconocen y pagan prestaciones sociales o derechos pensionales, cuentan con una normativa interna para cada tipo de trámite, lo que garantiza que exista orden y armonía en la resolución de los conflictos, peticiones y demás trámites que allí se reciben diariamente en multitud. 

Por esa razón, quien presenta algún reclamo ante dichas entidades, tiene el deber de presentar la documentación mínima que se requiera para poder edificar un pronunciamiento de fondo en los términos esperados, pues como viene de verse, el hecho de tener que hacer requerimientos adicionales para complementar o actualizar o sanear su información, podría incidir en muchas oportunidades para que no se pueda emitir un pronunciamiento con igual eficacia y celeridad que si se aportara toda la documentación a través de los canales dispuestos para tal fin.
En el caso bajo estudio, la Caja de Retiro está actuando amparada en la Ley 952 de 2005, que modificó el artículo 2º de la Ley 700 de 2001, la cual consagra que cualquier autoridad que tenga a su cargo el giro y pago de las mesadas pensionales deberá consignarlas en las cuentas individuales de los beneficiarios, cosa que reiteradamente se le ha hecho saber a la parte accionante, quien en vez de proceder en tal sentido, prefirió tomar la vía más fácil que era la de interponer una acción de tutela…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación promovida por parte de la accionante CARLOTA FLORA LAVERDE QUIÑONES, a través de apoderado, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, mediante el cual se declaró improcedente la acción presentada en contra de Dirección de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares de Colombia – CREMIL.
ANTECEDENTES:
Indica el apoderado de la accionante que a través de la Resolución No. 6101 del 10 de junio de 2019, la CREMIL ordenó el reconocimiento de los haberes dejados por cobrar del Sargento Viceprimero del Ejército RAFAELINO HERNÁNDEZ, así como el reconocimiento de la sustitución de asignación de retiro causada por fallecimiento, en favor de la menor LUISA FERNANDA HERNÁNDEZ LAVERDE, hasta que cumpla los 18 años de edad y en adelante hasta los 25 años de edad, siempre que acredite certificado de estudios, dependencia económica y soltería.
De acuerdo con el abogado, tal pago fue suspendido hasta que fuese dirimida por la jurisdicción competente la custodia y representación legal, que luego fue reconocida mediante declaración de dependencia y convivencia presentada por la menor, a la madre de ésta, la señora CARLOTA FLORA LAVERDE QUIÑONES, con quien convive la joven en los Estados Unidos.
Indica el accionante que, en cumplimiento con los requisitos para realizar la cancelación de los haberes, se aportó certificado de estudios de la menor en una institución en el exterior y  certificación bancaria de su madre en BANCOLOMBIA, ante lo cual la CREMIL adujo que se debía conformar cuenta de nómina para pensionados; trámite que se realizó, aportando nuevamente certificación de cuenta en el BANCO CAJA SOCIAL a nombre de la señora CARLOTA FLORA LAVERDE QUIÑONES, quien debió desplazarse desde EUA hasta Colombia para tal fin.
Señala que no obstante haber cumplido con las instrucciones de la CREMIL hasta la fecha de presentación de la acción no se había realizado el pago de las prestaciones y se le exigió al abogado crear una cuenta personal para la consignación de estos valores; por lo cual el 24 de agosto de 2021 se presentó derecho de petición a la entidad solicitando garantizar el debido proceso, sin que hasta el momento se haya dado respuesta alguna.
PRETENSIONES:
Por los hechos relacionados anteriormente, el accionante solicita que se profiera amparo constitucional a los derechos a la salud en condiciones dignas, debido proceso, mínimo vital, congrua subsistencia, educación, vivienda, igualdad y seguridad social, entre otros, ordenando en consecuencia a la accionada que, en el término improrrogable de 48 horas, realice el pago de los haberes reconocidos en la Resolución No. 6101 de 2019; se ordene la suspensión de toda actuación administrativa que modifique el carácter ejecutorio de la aludida resolución; se amparen los derechos de la madre en aplicación al artículo 253 del Código Civil y se apliquen los principios de celeridad, debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, publicidad, eficacia, económica y contradicción.

ANTECEDENTES PROCESALES:
· Admisión:

La acción de tutela fue admitida por el Despacho de primera instancia el día 09 de septiembre de 2021, ordenando a través del auto correr traslado de la demanda a la entidad accionada y reconoció personería jurídica al abogado de la accionante.
· Intervenciones:
1. La Caja de Retiro de las Fuerzas Militares:  admitió que mediante la Resolución No. 6101 del 10 de junio de 2019 se ordenó el reconocimiento de los haberes dejados de cobrar del Sargento Viceprimero RAFAELINO HERNÁNDEZ, en favor de su hija LUISA FERNANDA HERNÁNDEZ LAVERDE, cuyo pago quedó suspendido hasta tanto se determinara a quién le correspondía la custodia y representación legal de la menor, pues con anterioridad, la hermana de la joven LUISA FERNANDA presentó un proceso llevado ante Bienestar Familiar que le otorgaba la custodia, sin embargo al no otorgarle facultades de curadora o representante legal, no era posible consignar las mesadas pensionales.
Una vez se radicó documentación que constaba que la custodia y el cuidado de la menor se encontraba en cabeza de su madre, la señora CARLOTA FLORA LAVERDE QUIÑONES se dispuso a través de la Resolución No. 8995 del 06 de julio de 2021 ordenar el pago de la cuota pensional, para ser consignada en cuenta bancaria personal de la beneficiaria, para lo cual se solicitó que esta fuese aportada; pese a la información, la accionante insistió en aportar cuenta bancaria a su nombre.
En vista de tal situación, la CREMIL envió correo electrónico a la accionante el 20 de agosto de 2021 recordando que la cuenta bancaria debe estar a nombre de LUISA FERNANDA LAVERDE, y posteriormente, el 07 de septiembre hogaño después de comunicarse con el abogado, se le solicitó a este que presentase la cuenta bancaria para hacer el pago.
El mismo 7 de septiembre de 2021, se indicó a través de Oficio No. 1524139 en respuesta a la solicitud presentada para que la señora CARLOTA LAVERDE pudiese reclamar en nombre de su hija la sustitución pensional, que por lo dispuesto en la ley 952 de 2005 las mesadas pensionales únicamente podrán ser consignadas a cuentas individuales de los beneficiarios, de manera que se solicitó que aporte certificación bancaria a nombre de la menor LUISA FERNANDA HERNÁNDEZ LAVERDE. 
En ese orden de ideas, la CREMIL considera no haber incurrido en ningún tipo de desconocimiento de derechos reclamados, pues la prestación en favor de LUISA FERNANDA HERNÁNDEZ LAVERDE se encuentra reconocida y la única razón por la que no se ha realizado el desembolso es porque no se ha cumplido con los requisitos del proceso, es decir, no se ha aportado certificación bancaria a nombre de la beneficiaria y por ello, se solicita declarar la legalidad del actuar de la entidad y la improcedencia de la acción.
· Sentencia de primera instancia:
El 17 de septiembre de 2021, el Juzgado Primero Penal del Circuito de Especializado de Pereira declaró improcedente la acción de tutela, por no cumplir el principio de subsidiariedad, tampoco se protegió el derecho de petición de la parte accionante, por no encontrar vulneración por parte de la parte accionada.
Señaló el Despacho que no se dan los presupuestos para conceder la acción de tutela, pues encontró justificados los argumentos esbozados por la accionada al indicar que el pago de la prestación económica alegada no se ha hecho efectivo porque no se ha aportado cuenta bancaria a nombre de la beneficiaria, y bajo ese entendido, la Jueza A Quo considera que no le compete analizar los requisitos que exige la legislación vigente en estos procesos, aún menos cuando se advierte que existe una inconsistencia de índole administrativo cuya corrección está a cargo de la accionante. Además, aseveró que no se acreditó la causación de un perjuicio irremediable que haga procedente la adopción por parte de Juez Constitucional de medidas para cesar la transgresión de derechos.
En cuanto a la supuesta vulneración del derecho de petición, el Despacho expuso que, a la luz del Decreto 491 de 2020, el término de respuesta para los derechos de petición es de 30 días, por lo que si la solicitud fue radicada el 24 de agosto de 2021, podía ser resuelto hasta el 05 de octubre, fecha en la que vencen los términos, de modo que no puede decirse que la entidad accionada haya transgredido el derecho fundamental, pues al momento de incoar la tutela, esta se encontraba aún dentro del término para resolver la solicitud, por lo que la acción resulta extemporánea por anticipada.
Por último, recordó que, según jurisprudencia Constitucional, la respuesta al derecho de petición no obliga a aceptar o satisfacer los intereses del peticionario, toda vez que el sentido de la protección busca garantizar únicamente que exista una respuesta oportuna, completa y de fondo.

Una vez proferida la sentencia, pero antes de ser notificada, la accionante por intermedio de su apoderado allegó un escrito mediante el que afirmó la existencia de un hecho sobreviniente.

Indicó que a través de Oficio virtual No. CREMIL 20697111 del 15 de septiembre de 2021 se le informó que se exige como nuevo requisito para el pago, certificación bancaria a nombre de la menor LUISA FERNANDA, ante lo cual se desconoce que ello implicaría el desplazamiento de ella desde los Estados Unidos de hasta Colombia, suspendiendo sus estudios y afrontando dificultades económicas
Así mismo, argumentó que inicialmente la CREMIL impuso la obligación de constituir cuenta de nómina de pensionados, para lo que la señora CARLOTA LAVERDE debió viajar a Colombia y seguidamente se exigió al abogado de la accionante la presentación de cuenta bancaria para el pago, de manera que la entidad ha exigido varios requisitos que no ha hecho válidos.
Finalmente, considera que solicitar el desplazamiento de la menor es una situación insostenible e imposible por los costos aéreos y las restricciones de la pandemia.
Una vez conocido el fallo, la accionante, a través de apoderado judicial, presentó dentro del término legalmente previsto el recurso de impugnación.

· Sinopsis de la impugnación:
En la impugnación presentada el 21 de septiembre de 2021, el abogado accionante señaló que existe vulneración a los derechos de la menor LUISA FERNANDA HERNÁNDEZ LAVERDE, quien con ocasión del fallecimiento de su padre, ha asumido importantes cambios en su vida.

Considera que la CREMIL impone condiciones aleatorias e injustificadas, pues primero era necesaria la determinación de la persona que tenía la patria potestad de la menor, luego fue exigida una cuenta de nómina de pensionados y luego una cuenta a nombre de la beneficiaria, transgrediendo el mínimo vital de la menor, pues obstaculizar el pago de las prestaciones retenidas por la CREMIL pone en riesgo su alimentación, educación, vestuario, salud, vivienda, recreación, servicios públicos e integración social.

En suma, argumenta que la retención de las prestaciones obliga a la joven a suspender sus estudios, disponer de más de siete millones de pesos en gastos para su regreso a Colombia junto con su madre para cumplir los requisitos exigidos, y la pone en una situación de incertidumbre en cuanto a sus condiciones de vida.

Por ello solicita que se amparen los derechos invocados en la acción de tutela y se tomen medidas urgentes tendientes a proveer alimento, vivienda, educación y salud para la menor.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
2. Problema jurídico:
Le corresponde determinar a esta Sala si le asistió razón a la Juez de primer nivel en la decisión adoptada en el presente asunto, según los elementos de prueba recaudados en el devenir de la actuación, o si por el contrario acierta en sus reproches el impugnante, al señalar que debieron concederse sus pretensiones en sede de tutela. 

3. Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en su concepción humanista, que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección, como el de la acción constitucional de tutela consagrada en el artículo 86 Superior y reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, la cual ha sido estatuida como el mecanismo judicial idóneo para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.
Como quiera que lo pretendido por la parte accionante está enfocado en lograr por vía de tutela la materialización del pago de una prestación económica reconocida mediante acto administrativo, es importante recordar que la H. Corte Constitucional ha sido enfática en recalcar que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para plantear este tipo de debates, salvo que se encuentren involucrados derechos de rango constitucional y que de no ser por la intervención del juez de tutela, el accionante pudiera sufrir un perjuicio irremediable. 

“Constituye regla general en materia del amparo tutelar, que la jurisdicción constitucional debe pronunciarse sobre controversias de orden estrictamente constitucional; por lo tanto, resultan ajenas a la misma las discusiones que surjan respecto del derecho, cuando el mismo es de índole económica, en tanto que las discusiones de orden legal escapan a ese radio de acción de garantías superiores, pues las mismas presentan unos instrumentos procesales propios para su trámite y resolución. (…)
”.
La disyuntiva presentada en el caso en examen, tiene que ver con la convicción con que la parte accionante afirma que la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares de Colombia – CREMIL le está imponiendo trabas administrativas para el acceso a la prestación económica reconocida mediante Resolución Nro. 6101 del 10 de junio de 2019, en favor de la menor LUISA FERNANDA HERNÁNDEZ. 
Sin embargo, contrario a ese punto de vista, la Sala considera que los argumentos presentados por la accionada no son desproporcionados, y es que no podemos desconocer que las autoridades administrativas, especialmente aquellas que reconocen y pagan prestaciones sociales o derechos pensionales, cuentan con una normativa interna para cada tipo de trámite, lo que garantiza que exista orden y armonía en la resolución de los conflictos, peticiones y demás trámites que allí se reciben diariamente en multitud. 

Por esa razón, quien presenta algún reclamo ante dichas entidades, tiene el deber de presentar la documentación mínima que se requiera para poder edificar un pronunciamiento de fondo en los términos esperados, pues como viene de verse, el hecho de tener que hacer requerimientos adicionales para complementar o actualizar o sanear su información, podría incidir en muchas oportunidades para que no se pueda emitir un pronunciamiento con igual eficacia y celeridad que si se aportara toda la documentación a través de los canales dispuestos para tal fin.   

En el caso bajo estudio, la Caja de Retiro está actuando amparada en la Ley 952 de 2005, que modificó el artículo 2º de la Ley 700 de 2001, la cual consagra que cualquier autoridad que tenga a su cargo el giro y pago de las mesadas pensionales deberá consignarlas en las cuentas individuales de los beneficiarios, cosa que reiteradamente se le ha hecho saber a la parte accionante, quien en vez de proceder en tal sentido, prefirió tomar la vía más fácil que era la de interponer una acción de tutela, sin que se encuentre en este punto justificación para ello, pues para la Sala, tal y como lo expuso el Despacho A Quo, esa exigencia no resulta excesiva ni imposible de sobrellevar, tampoco puede ser tildada como una traba administrativa y a ello se debe aunar el hecho consistente en que nunca se demostró por qué se hacía uso de esta herramienta expedita, si contrario a lo afirmado, no se acreditó afectación al mínimo vital o cualquier otro tipo de riesgo que amerite la intervención inmediata y urgente del Juez tutelar. 
Atendiendo lo argumentado hasta ahora, no le queda a la Colegiatura otra alternativa diferente que confirmar la decisión de primera instancia
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, el 17 de septiembre de 2021, con ocasión de la acción de amparo promovida por la señora CARLOTA FLORA LAVERDE QUIÑONES en contra de la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES DE COLOMBIA – CREMIL, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y SE DISPONE el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado






Magistrado
� Sentencia T-155 de 2010
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